Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos.) 
-Corresponde designar al Vicepresidente de la Comisión. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Propongo al señor Senador Gallo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
Alas Uruguay solicita audiencia a fin de exponer sobre el Plan Estratégico y de Negocios. 


Carpeta N* 1452/2014. “Carlos Páez Vilaró”. Se designa con su nombre al Aeropuerto Internacional de 
Punta del Este. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por la señora Senadora Lucía 
Topolansky y el señor Senador Pedro Bordaberry. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Voy a referirme al primer punto. El Presidente de Alas U, señor César Iroldi, -con 
quien tenemos una unión muy importante desde el punto de vista político y también en lo futbolístico- 
me señaló su interés por presentar lo antes posible el Plan Estratégico y de Negocios, lo que 
personalmente comparto. Además, me planteó la posibilidad de que invitemos a los miembros de la 
Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes para 
presentarnos a todos en conjunto su plan de trabajo. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, nos reuniremos en una sesión extraordinaria de esta Comisión el 
próximo miércoles y cursaremos invitación a nuestros pares de la Comisión homónima de la Cámara 
de Representantes. 


(Ingresan a Sala representantes de la Cámara de Empresas del Sistema de Transporte 
Metropolitano, Cestrame.) 


-Damos la bienvenida a la delegación de Cestrame, integrada por representantes de las 
empresas COPSA, COETC y Casanova. Con mucho gusto los recibimos y estamos dispuestos a 
escucharlos. 


SEÑOR SCAGLIONE.- Buenas tardes, mi nombre es Juan Scaglione y soy el Presidente de Cestrame. 
Ante todo quiero dar las gracias a los miembros de la Comisión de Transporte y Obras Públicas del 
Senado por recibirnos. 


Venimos a contarles, como lo hicimos en el mes de noviembre, acerca de la difícil situación 
que está viviendo el transporte suburbano de pasajeros. Cabe destacar que existe el transporte urbano 


de pasajeros, que prácticamente agrupa a 1.700 unidades; el transporte suburbano de pasajeros, que 
concentra alrededor de 600 unidades, y además está el resto del transporte. Las 600 unidades del 
transporte suburbano ocupan a más de 2.200 trabajadores y transportan a más de 70:000.000 de 
pasajeros al año. Hoy hemos venido, en primer lugar, a ponerles de manifiesto la difícil situación que 
está viviendo el transporte suburbano, dado que muchas empresas están a punto de colapsar. 


En segundo término, existe falta de cristalinidad en el fideicomiso del boleto, que es el 
subsidio del transporte. 


En tercer lugar, queremos mencionar la falta de diálogo que existe con el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, señor Enrique Pintado, que no nos atiende, a pesar de los esfuerzos del 
señor Senador Gallo. 


Estos son los tres puntos que quería comentarles y, si el señor Presidente lo permite, pediría 
al contador Cardoso que los desarrolle. 


SEÑOR CARDOSO.- Nuevamente agradecemos la receptividad y la sensibilidad que ha tenido la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado al recibirnos y preocuparse por el tema tanto en 
la sesión mantuvimos anteriormente como en esta. 


En noviembre estuvimos aquí gracias a la mediación del señor Senador Gallo. Asimismo, iba 
a concretarse una reunión con el Ministro de Transporte y Obras, señor Enrique Pintado, pero por 
motivos de agenda no pudo recibirnos. El 28 de noviembre fuimos recibidos por el Subsecretario, a 
quien le expusimos la problemática del sector y le dimos a conocer la diferencia que teníamos en los 
números. Hasta setiembre de 2013 presentaban un desfase sumamente importante en perjuicio de las 
diez empresas suburbanas. 


En la receptividad que tuvimos notamos que había cierta molestia. Se acordó que debíamos 
demostrar los datos que manifestábamos y en los hechos lo hicimos, haciéndoles llegar un voluminoso 
expediente de declaraciones juradas -tanto de la recaudación como de los kilómetros realizados- que 
obraban en poder de la Dirección Nacional de Transporte, que era su receptora, y un resumen del 
perjuicio ocasionado. Esto lo remitimos el 17 de diciembre y alrededor del 20 de enero -los primeros 
días de enero el país se encuentra semiparalizado por las diversas licencias, pero en esa fecha ya se 
encontraban el Subsecretario y el Director Nacional de Transporte- intentamos tener una reunión con 
ellos a los efectos de conversar sobre los números aportados; sin embargo, no logramos efectivizarla. 
Después de mucho insistir, el 20 de febrero nos contestaron que, en relación con la insuficiencia 
tarifaria, se estaba dirimiendo en la vía judicial un reclamo de la empresa COPSA, pero los números de 
Cestrame que presentamos pasarían a la Dirección Nacional de Transporte para su análisis y no se fijó 
una fecha para que este concluyera, a pesar de que era un tema que urgía. Asimismo, como el 1% de 
marzo íbamos a tener un aumento tarifario nos apuraba recibir ese análisis para ver si se podía hacer 
alguna corrección y que el impacto fuera menor, dado que en enero y febrero, ya sea por razones de 
índole climática o por un aumento del parque automotor, bajó sensiblemente la venta de boletos con 
relación al año anterior. 


Esto nos llevó a que la sensibilidad demostrada por la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del Senado no se viera reflejada en el Ministerio. No hemos tenido la posibilidad de dar una 
discusión, y lo digo en el buen sentido de la palabra. Cuando me refiero a una discusión estoy 
hablando de una negociación que nos permita buscar caminos de entendimiento y soluciones al 
problema, así como para que las partes interesadas evalúen la situación. 


Una vez cerrado el año 2013, nos encontramos con que el 90% de las empresas del sector, 
que integran el fideicomiso del boleto y es de las que tenemos datos fehacientes, recaudaron $ 
1.834:000.000 en la venta de boletos, de abonos y el transporte de estudiantes gratuito. Según los 
números del Ministerio, sobre los que objetamos la fórmula de cálculo de la tarifa, deberíamos haber 
recaudado $ 2.170:000.000, es decir que en el año 2013 se dejaron de percibir $ 336:000.000 - 
alrededor de US$ 15:000.000- lo que representa un 18% de lo recaudado. Esto significa que no 
estamos hablando de que la diferencia del desfasaje es un 1%, un 2% o un 3% que puede ser 


absorbido con la rentabilidad fijada; sino que ciertamente, estamos hablando de un 18%. Si a esto le 
agregamos que la tarifa calculada adecuadamente genera una brecha del entorno de $ 5, estamos 
hablando de que en el año 2013 nos faltaron $ 700:000.000 -unos US$ 30:000.000- de recursos. 
Obviamente, esta situación nos pone al borde del colapso. ¿Cómo hemos operado hasta el día de 
hoy? Lo hemos hecho financiando, con la creación del fideicomiso, con endeudamiento financiero, el 
que ya ha sido topeado. En el caso de mi representada -y por lo que tengo entendido también en el de 
las empresas colegas- se ha llegado al tope del endeudamiento bancario y ya no se puede acceder a 
más crédito. En ese sentido, hemos tenido que buscar medidas alternativas que, en definitiva, han 
representado rebajas salariales, ya sea enviando gente al seguro de paro y utilizando jornales 
solidarios -o sea que la gente perciba menos dinero del que le corresponde- pero así y todo no hemos 
llegado al punto de equilibrio. 


Como dato anecdótico para demostrar la brecha que se va generando, destaco que la 
determinación del precio es una cosa y la aplicación del valor del boleto es otra distinta. En el año 2013 
nos aplicaron aumentos nominales del precio de un 17% y, sin embargo, recaudamos sólo un 8%. Con 
esto generamos una brecha de una cifra similar que se suma a los déficits anteriores que se vienen 
dando desde hace mucho tiempo. 


Otro dato no menor, es que las empresas del transporte -es notorio que exigimos eliminar 
asimetrías en los subsidios- hoy estamos subsidiando al 50% de los abonados gratis. El Estado aporta 
por el 50% y el otro 50% lo aportan las empresas. Me refiero a los abonados que estudian en institutos 
privados y en la universidad pública y a los docentes, a quienes se les cobra el 50% y el otro 50% es 
de cargo de las empresas. Ese monto, en el caso de COPSA, en el año 2013 ascendió a $ 83:000.000, 
la que sin dudas es una cifra sumamente importante. 


Cuando hablamos de asimetrías, al igual que las empresas urbanas, tenemos el fideicomiso 
del gasoil, pero no tenemos otro tipo de subsidios, como pueden ser transferencias del Ministerio de 
Economía y Finanzas a la Intendencia de Montevideo o la transferencia de la propia Intendencia para 
subsidiar el boleto urbano. Eso hace que hoy por hoy, si bien se habla de un área metropolitana en la 
que las empresas urbanas transitan también en parte de los departamentos de Canelones y San José, 
tengamos una diferencia en el boleto de un 55%. Nuestro famoso boleto de protección, dentro del área 
de Montevideo, cuesta $ 34 y el urbano $ 22. Esa diferencia se ha ido acrecentando en los últimos 
años -hace un tiempo se había llegado a una cifra de $ 3 o $ 4- y hoy está en $ 12 la diferencia entre 
un boleto y otro. Esto determina que un segundo boleto, que las empresas suburbanas podrían vender 
dentro de Montevideo, se vea sensiblemente disminuido al haber una brecha tan grande. Nosotros nos 
quejamos de esa situación, pero no encontramos una solución al respecto y perdemos cada vez más 
boletos en Montevideo. 


A nuestro juicio, el tratamiento que se le da al pasajero suburbano dentro de Montevideo se 
deriva de una situación involuntaria. En lo que tiene que ver con el cambio de lugar de las paradas, 
tenemos el ejemplo bien claro del Corredor Garzón, que ya lleva casi dos años en funcionamiento y 
aunque prometieron hacer garitas en el corto plazo, los usuarios todavía esperan el ómnibus a la 
intemperie. Por otra parte en Avenida Agraciada separaron las paradas urbanas de las suburbanas y 
otra vez volvieron a dejar a nuestros usuarios a la intemperie, debajo de un árbol o de un poste del 
alumbrado público. Creemos que los pasajeros del transporte suburbano no están teniendo un 
tratamiento digno, porque en el verano padecen las inclemencias del sol y en invierno tendrán que 
soportar la lluvia y el frío. 


Mantenemos nuestra solicitud de eliminar las asimetrías existentes en relación a los 
subsidios. Aspiramos a que haya una mayor transparencia en el mercado en cuanto a la información de 
datos del sector, porque es sumamente difícil acceder a ellos. También solicitamos una readecuación 
de los ingresos que indefectiblemente va a llevar a que las empresas se puedan salvar, de lo contrario, 
no habrá solución. A nuestro juicio, la solución pasa por una racionalización de servicios, es decir, 
adecuar su escala a la demanda existente -hoy existe una sobre oferta- y readecuar los ingresos, ya 
sea por la vía tarifaria -que creemos que es la menos agradable para el usuario y las empresas- como 
por la del subsidio. 


Un aspecto que queremos destacar y al que ya había hecho referencia el señor Scaglione, 
tiene que ver con el fideicomiso del gasoil. Es una herramienta excelente creada en noviembre de 
2006 para abatir el precio del boleto, pero a nuestro entender se ha visto distorsionada. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Si me permite una pequeña interrupción, quiero señalar que dos miembros de 
esta Comisión también somos integrantes de la de Presupuesto y deberemos retirarnos diez minutos 
para concurrir a ella a los efectos de nombrar sus autoridades. 


SEÑOR CARDOSO.- Como señalé anteriormente, se ha generado una herramienta que ha dado un 
resultado muy importante, dado que ha permitido fijar el precio del combustible, independientemente de 
los vaivenes de la cotización del barril de petróleo. ¿Qué ha sucedido? En el 2010, por resolución del 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, se generó un incentivo al consumo. Debemos tener claro dos 
elementos. Por decreto se crea el fideicomiso que tiene como objetivo abaratar el precio del boleto, y 
por resolución se crea un incentivo al consumo. Estamos hablando de un parque automotor que tiene 
una vida útil de 18 años y que cuando generamos el incentivo, las empresas ya tienen sus inversiones 
realizadas, amortizadas a largo plazo y no pueden cambiar de un día para otro. Es más, cuando se 
determina cualquier tipo de incentivo, se tiene los datos de lo que consume cada empresa y, por ende, 
se determina si va a ser beneficiaria o no. Ese incentivo generado en el año 2010 premiaba con 1,7% 
los litros declarados a las empresas que tenían determinado rendimiento; y se fue acrecentando hasta 
que en el 2012 aumentó a un 5%. Las empresas beneficiarias son dos y vale recordar que este 
incentivo solamente era para las empresas urbanas de Montevideo. 


Nosotros discrepamos con este incentivo porque entendemos que no está dentro del objeto 
de la creación del fideicomiso -cuya función era abaratar el boleto- y porque beneficia solo a 
determinadas empresas. A nuestro entender este incentivo tiene nombre y apellido y solo para 
empresas de Montevideo. Hay empresas departamentales ubicadas en Maldonado, Colonia, Salto y 
Rivera, que no acceden a este complemento. 


Alo largo del tiempo hemos tratado de obtener información de la Corporación Nacional para 
el Desarrollo y del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, sobre los criterios aplicados en la 
distribución del fideicomiso. Allí nos encontramos con algunas sorpresas -luego de realizar arduos 
trabajos para conseguir algo de información- porque los criterios, que según el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas se empleaban para la distribución de este fideicomiso -de acuerdo a lo establecido 
por las paramétricas, a las estructuras de costo- no fueron aplicados. Es totalmente errático, no 
responde a criterio alguno y entendemos que es arbitrario. En tal sentido, mi representada entiende 
que ha sido perjudicada y por eso ha llevado el tema a la vía judicial, estableciendo una demanda por 
litros no reconocidos, porque a otras empresas, por los mismos meses, se les reconoció un consumo 
mucho mayor. 


Un dato que nos llama la atención es que Ancap nos suministró los dineros recaudados por 
la venta de gasoil en el territorio nacional, cuyos montos se vuelcan a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Por otra parte, los datos de la distribución de fondos de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo a los que hemos podido acceder, no coinciden con esos ingresos. Se me podrá decir que 
son dineros que van quedando en caja o que dieron de más o de menos, pero nos queda la duda 
porque no nos brindaron toda la información. 


A título de ejemplo, puedo decir que en el año 2011 se recaudaron $ 2.228:000.000 y la 
Corporación Nacional para el Desarrollo nos suministró la información de que distribuyó $ 
1.900:000.000. Quiere decir que tenemos una diferencia de $ 328:000.000 en caja. 


En el año 2012, Ancap vertió al Fondo $ 2.569:000.000, mientras que la Corporación 
Nacional para el Desarrollo -según información suministrada por esta- distribuyó $ 2.439:000.000. O 
sea que quedarían en caja $ 130:000.000 adicionales. 


Nos queda la duda si el Fondo se está acrecentando efectivamente y si la información que 
nos debían dar sobre los consumos, en cuanto a los reintegros abonados a las empresas, 
efectivamente se ajustaba a lo real. 


Es un tema que nos preocupa porque queremos que les vaya bien a todos, pero en mi caso, 
que represento a COPSA, no quiero que me vaya mal en beneficio de que a otros les vaya bien. Es 
decir, quiero tener el mismo tratamiento que el resto de las empresas del sector. Por eso, estamos 
detrás de conseguir información, ya sea a través de la Ley de Derecho de Acceso a la Información 
Pública o de la Ley de Fideicomiso -en general- que establece que el administrador del fideicomiso 
debe rendir cuentas al beneficiario. 


Solicité a la Corporación Nacional para el Desarrollo que nos rindiera cuenta de la utilización 
de los fondos del fideicomiso y nos respondió que nos informarán sobre los fondos asignados a 
COPSA. En realidad, es una respuesta de Perogrullo porque ya sabemos lo que recibimos. Queremos 
ver otra cosa distinta: cómo se destinaron los fondos que administra la Corporación. Estamos hablando 
de una cifra de US$ 120:000.000 anuales, que es una cifra sumamente importante. 


Básicamente, estos son los temas que nos preocupan, independientemente de que, tal como 
mencionaba al finalizar el señor Scaglione, no hemos recibido por parte del Ministerio demostración 
alguna de sensibilidad en relación con el problema que padece el sector, y se corre el riesgo de que a 
la brevedad alguna empresa desaparezca. 


SEÑOR KAITAZOFF.- Simplemente haré algunas consideraciones. 


En la actualidad soy secretario de la Cámara de Empresas del Sistema de Transporte 
Metropolitano. Deseo agregar algunas puntualizaciones a lo ya claramente explicado por los señores 
Cardoso y Scaglione, en relación con situaciones que vive un sector del transporte que anualmente 
recorre sesenta millones de kilómetros. Lógicamente, dada la importancia que tiene dicho sector en la 
economía nacional y el transporte de muchos ciudadanos de Canelones y Montevideo, esperamos 
tener otra disposición al diálogo por parte del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, teniendo en 
cuenta que puede discordar con lo que las empresas plantean. 


Por otra parte, gracias al impulso de legisladores sensibles, en el año 2011 se aprobó la Ley 
N“ 18.878, en la que se crea un Fondo de Financiamiento del Transporte Colectivo Suburbano de 
Pasajeros. Dicha ley, bien planteada, obliga a las partes a llevar adelante determinadas acciones. Entre 
ellas, se establece que es el Ministerio de Transporte y Obras Públicas el que debe figurar como 
administrador de ese Fondo de Financiamiento. A su vez, el artículo 9% expresa: “Créase una Comisión 
de Contralor integrada por un representante del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y un 
representante de cada una de las empresas que participen en el Fondo, los que serán designados por 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas a propuesta de cada una de las empresas”. Cabe destacar 
que desde la fecha de entrada en vigencia de la ley, el 29 de diciembre de 2011, si bien están 
designados los integrantes de las empresas y eso fue comunicado al Ministerio, no se ha integrado la 
Comisión. 


En su artículo 7*, la ley expresa que “el Estado garantiza bajo su responsabilidad la estabilidad 
de todas las normas legales y reglamentarias que incidan sobre los ingresos o fondos afectados”. Eso 
quiere decir que el Ministerio debería respetar la reglamentación vigente, no solo en la fijación de 
tarifas sino también en su posterior aplicación en lo que tiene que ver con el costo operativo de 
transporte. Tal como fuera mencionado por el señor Cardoso, esa situación es la que origina el 
desfasaje que tiene el sector de $ 335:000.000, que lógicamente podría haberse evitado si hubieran 
existido caminos de entendimiento y el ámbito natural que el Legislador creó para que el Fondo pudiera 
tener un normal funcionamiento. 


Con tristeza tenemos que decir que, a pesar de todos los esfuerzos hechos por los señores 
Legisladores que han concurrido a las empresas cuando se los ha invitado o han accedido a mantener 
conversaciones debido a las dificultades que atraviesa el sector, ello no se ha visto efectivizado. Nos 
preocupa que el Ministerio, como parte integrante del transporte, se aparte de las leyes y adopte 
decisiones o reglamentaciones que no están de acuerdo con lo que ellas establecen. Seguramente los 
señores Senadores saben que a algunas empresas -como COPSA, en la cual también me desempeño- 
debido a la injusticia -muchos de los señores Senadores han luchado contra la injusticia en distintas 
etapas de su vida- no les ha sido posible obtener información. Como bien dijo el contador Cardoso, la 
única que ha entregado en forma voluntaria la información ha sido Ancap, cuyo Directorio y Presidencia 


han sido integradas, en algún momento, por dos señores Senadores aquí presentes; el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y la Corporación Nacional para el Desarrollo no han respondido de la 
misma manera. 


Lamentablemente, cuando un ciudadano se ve enfrentado a la injusticia debe recurrir al 
ámbito judicial para solicitar su intervención en los aspectos o en las consideraciones que lo afectan. 


Estas eran las puntualizaciones que quería realizar. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta es la segunda vez que recibimos a esta delegación y debo decir que desde 
el inicio nos preocupó esta situación, a tal punto que estuvimos de acuerdo con que fuese el señor 
Senador Gallo quien llevara adelante personalmente las gestiones correspondientes, no solo porque 
representa a Canelones sino porque este tema tiene mucho que ver con ese departamento. 
Realmente, el asunto es preocupante en cuanto a lo que quienes nos visitan hoy observan. Este 
fideicomiso que, si no me equivoco, fue creado por el Decreto 347/2006, recauda mucho dinero; según 
lo que han manifestado, representa una suma aproximada a los US$ 100:000.000 por año, o sea más 
de $ 220:000.000. Es decir que estamos hablando de sumas muy importantes que se vuelcan a todos 
los subsectores del transporte colectivo de pasajeros: urbano, suburbano, interdepartamental y 
departamental. En función de ello, creemos que los criterios de distribución de esos fondos deberían 
ser igualitarios, pero luego de escuchar a nuestros visitantes advertimos que, aparentemente, el tema 
ha tenido algún factor de disfunción que hace que la distribución no sea lo igualitaria que debería ser. 
Además, téngase en cuenta que el fideicomiso lo pagan quienes compran el gasoil todos los días, 
llámense agricultores, transportistas, etcétera. ¿Este gravamen representa el 5 % del precio del litro de 
gasoil? 


SEÑOR KAITAZOFF.- Se ubica en el 3,5 %. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que prácticamente no reciben nada. 


SEÑOR MOREIRA.- Aquí también se hizo alusión a un tema que yo no conocía. Por ejemplo, sé que la 
Intendencia de Montevideo subsidia a las empresas del transporte urbano con otro subsidio que no 
tiene absolutamente nada que ver con este, pero creí escuchar que existe una transferencia de fondos 
del Ministerio de Economía y Finanzas hacia la Intendencia de Montevideo con destino a ese subsidio 
a las empresas urbanas de transporte, dentro de las cuales CUTCSA debe ser, por lejos, la más 
importante de todas. 


Creo que es interesante conocer las cifras que se manejan en cada una de las empresas 
porque, según lo manifestado en otra ocasión -en base a una estimación previa de tres kilómetros en el 
transporte suburbano y algo más de dos en el transporte urbano- la distribución tendría que ser 
matemática, al punto tal que estableciera que corresponde tanto. Realmente no sabíamos que existían 
incentivos en función del posible ahorro de combustible o del mejoramiento de las condiciones para su 
ahorro y que ellos fueran un poco discrecionales. Creo que eso surge de una resolución del propio 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y no tiene nada que ver con el criterio de distribución 
original. 


En la oportunidad anterior también nos informaron que con otros aportes asistían a empresas 
que tenían problemas económicos, lo que de acuerdo con el Decreto N* 347/2006 no tiene 
fundamento. Me resulta extraño que la Corporación Nacional para el Desarrollo -que, en definitiva, es 
quien les paga, al igual que a todos los transportistas- no rinda cuentas y tenga diferencias con lo que 
Ancap le entrega. Quizás esté cobrando alguna comisión, pero parece que la diferencia de dinero es 
importante. Por otra parte, cuando solicitaron información, Ancap se las proporcionó, pero la 
Corporación Nacional para el Desarrollo no procedió de la misma manera. 


De acuerdo con la Ley de Fideicomiso el fiduciario tiene la obligación de rendir cuentas a los 
beneficiarios, que son ustedes. 


Creo que -no sé si interpreto el sentir de los demás miembros de la Comisión- después de 
escucharlos y sobre todo teniendo en cuenta que están atravesando una situación económico- 
financiera muy difícil -con pérdidas operativas, no solo en lo que tiene que ver con el fideicomiso, sino 
también con el tema tarifario- sería oportuno escuchar al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas 
y también a los miembros de Corporación Nacional para el Desarrollo, porque en este caso intervienen 
tres partes: Ancap, el Ministerio y la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Ancap solo recauda. 


SEÑOR MOREIRA.- Así es, señor Senador, Ancap solo recauda y le paga a la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Comisión se había decidido escuchar a la delegación que hoy nos 
visita, enviar la versión taquigráfica de sus palabras al Ministro de Transporte y Obras Públicas y luego 
invitarlo a que concurra con el fin de propiciar el diálogo y la posibilidad de encontrar una solución, que 
como saben, no va a provenir directamente del Parlamento. Este es el procedimiento que va a seguir la 
Comisión. 


SEÑOR VECCHIO.- Soy secretario de la empresa COETC. Antes que nada quiero agradecer a los 
miembros de la Comisión de Transporte y Obras Públicas por habernos recibido nuevamente. 


COETC es una empresa con 50 años en el transporte y mayormente funciona en el área 
urbana. En el año 2007, atendiendo la necesidad de una empresa suburbana que atravesaba 
dificultades económicas -por tratarse de una empresa pequeña, con 50 ómnibus- actor político 
mediante, comenzamos la negociación para una fusión. En aquel momento dio sus frutos. Hasta el día 
de hoy hemos transitado un camino en que la parte urbana ha subsidiado a la suburbana, que desde 
un primer momento dio pérdidas. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Con qué empresa se fusionó? 


SEÑOR VECCHIO.- Se fusionó con la empresa CODET, que trabaja en el área de Las Piedras. 
Cuenta con 50 ómnibus, mientras que a la fecha COETC tiene 229 ómnibus en total, 50 de ellos 
suburbanos. 


Actualmente COETC ya no tiene margen ni rubro para seguir subsidiando el área suburbana 
-con 50 coches que atienden la línea de Las Piedras- y eso nos ocasiona entre $ 2:500.000 y 
$2:700.000 de pérdida. 


Hasta el día de hoy hemos tratado de conversar con los diferentes actores políticos -tal como 
se ha manifestado- para tratar de encontrar una solución y también hemos sido escuchados en alguna 
otra oportunidad. Creo que -hablo en nombre de la empresa COETC- no podemos depender de las 
elecciones ni del cambio de titularidad de los actores políticos; debería haber una política de transporte 
que trascienda los gobiernos a fin de no tener que esperar que cambie un actor para ver qué giro y qué 
mano le da a una u otra empresa. 


Para terminar quiero agradecerles una vez más que nos hayan recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda que se trata de un tema que preocupa y sabemos de las dificultades 
que afronta el transporte, debido a sus elevados costos -que, además, son crecientes- y a ciertos 
cambios que nuestra sociedad ha sufrido como la influencia del uso de nuevos medios de transporte, 
por ejemplo, las motos. Hay una serie de reclamos que no son solamente de ustedes, sino también de 
otras empresas -como bien mencionaba el contador Cardoso-; hay algunas empresas, en otras partes 
del país, que no reciben nada de subsidio. Es importante conocer cómo se está manejando todo esto, 
creo que es legal, pero también es interés de esta Comisión; cuando digo esto creo interpretar el sentir 
de todos sus miembros. 


En definitiva, tal como ya había informado, vamos a enviar la versión taquigráfica de esta 
sesión al señor Ministro para que conozca lo que se está planteando y lo que queremos saber, y lo 
vamos a invitar a la Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Acerca del subsidio del cual hablaban, me gustaría saber cuánto se lleva el 
transporte urbano de Montevideo. ¿De qué porcentaje es beneficiario? 


(Dialogados) 


SEÑOR KAITAZOFF.- Mientras el contador busca ese dato quisiera hacerle una pequeña corrección al 
señor Presidente. El Decreto 347, de 2006, que creó este fideicomiso del gasoil, garantizaba un 
reintegro, una devolución a todas las empresas de transporte de pasajeros del país. En Artigas también 
habría algunas empresas que, como es lógico, de acuerdo con las declaraciones que hicieran de sus 
consumos, recibirían dichos reintegros. 


En realidad, cada sector de actividad tiene un reintegro diferente, pero no es arbitrario, no se 
dice “se me ocurre que tengo que pagar tanto”; por el contrario, se trata de lo que fija la estructura de 
costos o paramétrica. Por ejemplo, para el sector urbano de Montevideo se fijó que recorren 2,44 
kilómetros con un litro de gasoil. En consecuencia, el Estado debería devolver sobre ese consumo 
declarado en la estructura de costos. Por su parte, para el sector suburbano -que es el que solicitó esta 
reunión- esa devolución es de 3 kilómetros por litro. Sin embargo, a veces alguno se aparta de lo que 
está especificamente establecido en la paramétrica y dice, por ejemplo, “a esta empresa le voy a dar 
2,90 y a aquella, 2,40, porque tiene problemas”; me parece que esta no es la lógica que debería seguir 
un gobernante. Tal como decía anteriormente, después se generan las injusticias y los ciudadanos de a 
pie, los ciudadanos comunes, tienen que recurrir a otros medios porque ven coartados sus derechos de 
acceder a la información que les corresponde. La Legislatura ha sido bastante amplia en cuanto al 
acceso a la información pública, a la aplicación de decretos reglamentarios y a una pequeña 
modificación que surgió en estos últimos tiempos, pero el ciudadano debe poder ejercer el derecho que 
tiene a la información. 


SEÑOR CARDOSO.- Con respecto a la pregunta del señor Senador Moreira, debo decir que al 
transporte urbano se le destina más del 40% de lo recaudado en el fideicomiso del gasoil. Me acota el 
señor Kaitazoff que ese porcentaje se ubica en un 37% de kilómetros realizados. 


En lo que refiere a una pregunta anterior, cuando empezamos a querer saber cómo 
funcionaba esto, consultamos al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para ver cómo se distribuía 
el fideicomiso, es decir, qué criterio se aplicaba para el reintegro a las empresas, y la respuesta fue la 
siguiente: “Se recuerda que en el fideicomiso se reconoce el rendimiento estándar de combustible 
establecido en la estructura de costos utilizada para la determinación de las modificaciones tarifarias 
que es de 3 kilómetros por litro”. Esta respuesta -que fue dada el 27 de junio de 2013- es para el caso 
de los suburbanos. 


Posteriormente a esta fecha obtuvimos datos sobre la distribución que hacían algunas 
empresas, y al corroborar que algunas reintegraban el monto correspondiente a un litro cada 2 
kilómetros 200 metros o cada 2 kilómetros 400 metros -acá es donde tengo un perjuicio, porque si a 
mí me daban cada 2 kilómetros 900 metros me recortaban litros- con esa información a la vista hice 
una consulta y la respuesta que me dieron, que está en un expediente judicial del Ministerio, dice lo 
siguiente: “Basándose en el rendimiento que reconoce la paramétrica, pudiendo el regulador atender 
situaciones especiales a fin de preservar los servicios, pero siempre sobre la base de declaraciones 
juradas, etcétera”. 


La pregunta que me sigo haciendo es, ¿cómo determina el regulador una situación especial? 
Porque considero que me encuentro en una situación ultraespecial. Me parece que no hay criterios 
objetivos. Por tal razón yo insistía que era errático y arbitrario al no existir un criterio que establezca 
claramente los parámetros de distribución, porque así es como se puede beneficiar a una empresa o 
perjudicarla. Lo que nosotros queremos es que haya equidad en el sistema de transporte suburbano. 


SEÑOR GALLO.- Quiero reiterar -como ya lo hice en ocasión de la visita anterior- mi preocupación por 
la situación que está atravesando la empresa, porque no solo la afecta a ella, sino que también puede 
afectar en un futuro a la población que en gran parte es de mi departamento. 


Sin hacer juicios de valor sobre este proceso, me adhiero a la decisión de la Comisión de 
invitar al Ministro y a la Corporación Nacional para el Desarrollo; esta es una potestad que tenemos 
para poder intervenir más activamente. Las gestiones personales pueden o no tener éxito y los hechos 
demostraron resultados que no hubiéramos querido. 


Creo que es el momento -frente a la reiteración de la gravedad de la situación que nos están 
planteando- que conozcamos la opinión del Ministro y de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
sobre esta situación y nos respondan las preguntas que ustedes les han hecho, a los efectos de que 
tengamos definitivamente todo el panorama para hacernos una composición del tema. 


Reitero: en mi opinión y en la de mis compañeros de Bancada estamos de acuerdo con que 
sea citado el Ministro y la Corporación Nacional para el Desarrollo a los efectos de profundizar sobre 
este tema. 


SEÑOR SCAGLIONE.- Esta situación la venimos manifestando desde hace tiempo al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas quien a través del Director de Tránsito alegaba que los problemas se 
deben a la gestión y que solo COPSA tiene ese problema, empresa que el próximo 20 de octubre 
cumplirá 84 años de historia, si es que llegamos. 


En los hechos podemos decir que esto no es así porque lo están sufriendo las distintas 
empresas del sector, algo que nos costó mucho demostrar. Cuando el problema es del sector, lo 
transferimos al regulador. Este nos dice cuántos kilómetros tenemos que hacer, el precio del boleto a 
cobrar, la cantidad de personas que debemos tener, es decir que nos regulan en todos los aspectos. 
Por nuestra parte, cumplimos al pie de la letra con esos requisitos y podemos llevar a todos los 
pasajeros del sector suburbano, pero si no existe un precio justo o un subsidio justo, por más que 
llevemos a todos los pasajeros del sector, cumpliendo con lo establecido por nuestro regulador que es 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, nos vamos a encontrar en situaciones como la que 
tenemos hoy en día que, realmente, es complicada. De todos modos, está claro que no se trata de un 
tema de gestión, sino de sector y de regulación. 


SEÑOR VECCHIO.- A los efectos de que conste en la versión taquigráfica, quiero decir que desde el 
año 2009, está trabajando en la empresa COETC una contadora que ha realizado un estudio que le 
hemos solicitado, cuyo resultado fue que la línea suburbana daba pérdidas por una cifra que se ubica 
en el entorno que ya he mencionado. Si los señores Senadores quieren comprobar este dato podemos 
entregarles el material correspondiente o, directamente, pueden consultar a la contadora Flavia García, 
que es la actual Directora de Transporte Carretero del MTOP. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a nuestros invitados su presencia y la información que nos han 
brindado. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 37 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


